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Repartidores y no riders. Nota a la STS 25 septiembre 2020 que declara la relación del repartidor 
como laboral, aunque sin efecto “laboral” práctico alguno 
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Catedrática Derecho del Trabajo, UAM 

Abstract. Twenty-first Legal Basis of the Labor Court Judgment of September 25, 2020, rec. 
4746/2019: "In short, Glovo is not merely an intermediary in the contracting of services between 
businesses and delivery persons. It does not merely provide an electronic intermediation service 
consisting of putting consumers (customers) and genuine self-employed workers in contact with each 
other; rather, it performs a work of coordination and organization of the productive service. It is a 
company that provides delivery and courier services, fixing the price and payment conditions of the 
service, as well as the essential conditions for the provision of such service. And it owns the essential 
assets to carry out the activity. To do so, it uses couriers or delivery drivers who do not have their own 
autonomous business organization, who provide their service inserted in the employer's work 
organization, subject to the management and organization of the platform, as evidenced by the fact 
that Glovo establishes all aspects relating to the form and price of the pickup and delivery service of 
such products. In other words, both the manner of provision of the service, as well as its price and 
method of payment are established by Glovo. The company has established instructions that allow it 
to control the production process. Glovo has established means of control that operate on the activity 
and not just on the result through algorithmic service management, distributor evaluations, and 
constant geolocation. The delivery person neither organizes the production activity on his own, nor 
does he negotiate prices or conditions with the owners of the establishments he serves, nor does he 
receive his remuneration from the end customers. The actor had no real capacity to organize his work, 
lacking the autonomy to do so. He was subject to the organizational guidelines set by the company. 
This reveals an exercise of corporate power in relation to the way the service is provided and a control 
of its execution in real time that evidences the concurrence of the dependency, requirement inherent 
to the employment relationship. In order to provide these services, Glovo uses a computer program 
that assigns services based on each courier's evaluation, which decisively conditions the theoretical 
freedom to choose schedules and refuse orders. In addition, Glovo enjoys a power to sanction its 
delivery drivers for a plurality of different behaviors, which is a manifestation of the employer's 
managerial power. Glovo performs real-time monitoring of the service delivery, with no way for the 
deliveryman to perform his task without being connected to this platform. Because of this, the delivery 
driver has a very limited autonomy that reaches only secondary issues: what means of transport he 
uses and what route he follows when making the delivery, so this Court must conclude that the 
characteristics that define the employment contract between the plaintiff and the defendant 
company provided by the art. 1.1 of the ET (Estatuto de los Trabajadores) concur in the relationship, 
accepting the first ground of the unifying appeal". 

 

I. Introducción: hechos probados y sentencias de órganos judiciales inferiores 

El Tribunal Supremo ha dictado una importante sentencia (STS 2924/2020, de 25 de septiembre, rec. 
4746/2019, ES:TS:2020:2924: 
http://www.poderjudicial.es/search/openDocument/05986cd385feff03) en la que, en contra de lo 
que mantenían las sentencias de los tribunales inferiores, considera que el demandante no es un 
autónomo (ni siquiera autónomo dependiente económicamente o TRADE, a modo de parasubordinati 
italiano, como categoría intermedia entre el autónomo y el trabajador por cuenta ajena), sino que se 



trata de un trabajador ordinario sometido a las reglas generales contenidas en el Estatuto de los 
Trabajadores. Antes de que se dictara esta sentencia, el problema sobre la naturaleza jurídica de las 
personas que prestan servicios a plataformas digitales venía encontrando respuestas diversas en 
función del órgano judicial que examinara el caso y de los hechos probados en éste (Para una visión 
general sobre la posición de los distintos tribunales resulta imprescindible el trabajo de Ignasi Beltran 
de Heredia Ruiz, https://ignasibeltran.com/2018/12/09/employment-status-of-platform-workers-
national-courts-decisions-overview-australia-brazil-chile-france-italy-united-kingdom-united-states-
spain/). La mayoría, ciertamente, venía considerando que se trataba de una relación laboral ordinaria, 
ni siquiera especial (En España se regula la relación laboral ordinaria en el Estatuto de los trabajadores 
– Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre – donde el art. 1 regula las notas generales que 
caracterizan el concepto de trabajador y cuyo art. 2 regula una serie de relaciones laborales “de 
carácter especial”, esto es, aquellas relaciones que por la relevancia de sus peculiaridad/es llevan al 
legislador a contemplar una normativa específica que, como regla general, desarrolla dichas 
peculiaridades y remite, en el resto, a la regulación general contenida en el ET – con la excepción del 
RDL 1382/1985, sobre la relación laboral de altos directivos donde, en lo no regulado expresamente, 
se ha de estar al pacto o acuerdo contractual de las partes), por concurrir los indicios propios de la 
definición de trabajador en el ordenamiento español y que no son otros sino, a parte de la retribución 
y voluntariedad, sobre todo y como elementos clave, la presencia de ajenidad y la dependencia o 
subordinación del trabajo prestado. Tanto el Juzgado de lo social (primera instancia) como el Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid, habían considerado que, sobre la base de los hechos probados, no 
existía relación laboral y desestimaron la triple acción planteada por el demandante (nulidad -o 
subsidiaria improcedencia- del despido tácito y posteriormente expreso, así como desestimación de 
la pretendida resolución indemnizada por voluntad del trabajador también pretendida). Ciertamente, 
los hechos probados, así en frío y de modo compartimentado, podrían llevar a considerar que, en 
efecto, se trata de una prestación de servicios autónoma e independiente. En concreto, se considera 
probado, entre otros detalles, que la empresa Glovo tiene como objeto social a intermediación en la 
contratación de transporte de mercancías por carretera, que es una empresa tecnológica que oferta 
sus productos a través de su aplicación la que se nutre financieramente de los acuerdos comerciales 
que concierta con los establecimientos y tiendas y no de lo que pagan los usuarios por los recados por 
los recados. Que el demandante realizaba los recados recibidos por la empresa “previa reserva de la 
franja horaria en la que deseaba trabajar” permitiéndole el modo manual de la aplicación “seleccionar 
qué reparto realizar entre los disponibles” y pudiendo además “rechazar un pedido previamente 
aceptado a media ejecución, en cuyo caso el recado era reasignado a otro repartidor de la misma zona 
sin penalización alguna”. 

Consta también que “el trabajador decidía el momento de inicio y finalización de su jornada, así como 
la actividad que realizaba durante la misma, seleccionando los pedidos que quería realizar y 
rechazando los que no quería. No tenía obligación de realizar un determinado número de pedidos, ni 
de estar en activo un mínimo de horas al día o a la semana y tampoco la Empresa indicaba los recados 
a realizar ni cuando tenía que comenzar o finalizar su jornada. Si no se colocaba en posición 'auto- 
asignación', no le entraban pedidos. Podía rechazar un pedido a media ejecución sin sufrir penalización 
alguna”, quedando probado que rechazó previamente 8 encargos sin consecuencia desfavorable 
alguna. En cuanto al sistema de retribución era de 2,75 euros pagado por el cliente de los cuales 2,50 
eran para el repartidor y el resto para Glovo por comisión de intermediación, aunque se añade una 
cantidad por kilometraje y tiempo de espera. El cobro era quincenal y “las facturas eran 
confeccionadas por GLOVO y remitidas al trabajador para su visado y conformidad”. Se explica el 
sistema de puntuación de los “glovers” y se remarca que “existe una penalización de 0,3 puntos cada 
vez que un repartidor no está operativo en la franja horaria previamente reservada por él. Si la no 



disponibilidad obedece a una causa justificada, existe un procedimiento para comunicarlo y justificar 
dicha causa, evitando el efecto penalizado” así como que “los repartidores que tienen mejor 
puntuación gozan de preferencia de acceso a los servicios o recados que vayan entrando” y que “el 
trabajador no estaba obligado a justificar sus ausencias del servicio ante la demandada, debiendo sólo 
comunicarlas con antelación”. Consta también que no existía pacto de exclusividad alguno y que “el 
demandante asumía la responsabilidad del buen fin del servicio (cobrándolo sólo si lo terminaba a 
satisfacción del cliente), y asumía frente al usuario (cliente final) los daños o pérdidas que pudieran 
sufrir los productos o mercancías durante el transporte. Si tenía que comprar productos para el 
usuario, utilizaba una tarjeta de crédito facilitada por GLOVO APP”. El demandante para ejercer su 
actividad “utilizaba una moto un teléfono móvil de su propiedad, asumiendo todos los gastos 
inherentes a su uso” y estaba “permanentemente localizado a través de un geolocalizador GPS con el 
que se registraban los kilómetros que recorría en cada servicio, pudiendo elegir libremente la ruta a 
seguir hasta cada destino”. En el caso concreto, queda también probado que el demandante comunicó 
a la empresa en un momento determinado y durante tres días que estaba enfermo y solicitó que le 
quitaran los slots, lo que se hizo por la empresa en tres ocasiones, luego el demandante volvió a 
trabajar un par de días solicitando luego, de nuevo, que le quitaran los slots el día 27 de octubre lo 
que parece que no se hizo pidiendo disculpas la empresa. Un par de semanas después el demandante 
interpuso una demanda afirmando que su relación con la demandada era de naturaleza laboral y que 
había sido despedido tácitamente como consecuencia de su ausencia por enfermedad, no habiendo 
vuelto a recibir trabajo desde aquella fecha (consta probado que no recibe trabajo los meses de 
noviembre y diciembre de 2017 y enero y febrero de 2018 el trabajador no realizó servicio alguno), 
presentando entonces otra demanda promoviendo acción extintiva por incumplimiento empresarial. 
Más tarde el trabajador contestó a una comunicación corporativa de la Empresa solicitando no recibir 
más información y la empresa en marzo de 2018 le remite un correo comunicándole la rescisión de la 
colaboración con GLOVO, interponiendo otra demanda posterior el repartidor por despido expreso. 
Todas las demandas se acumulan por el Juzgado de lo Social en la que fue turnada la primera de ellas. 
El Juzgado de Madrid dictó sentencia desestimatoria respecto todas las acciones por considerar 
inexistente la relación laboral. Para el Juzgado de lo Social no existe relación laboral. En concreto, 
porque no tenía jornada ni horario, tenía el dominio completo de su actividad y podía, incluso, desistir 
de un servicio previamente aceptado a mitad de ejecución sin sufrir por ello penalización alguna, la 
empresa no ostenta poder disciplinario sobre el actor más allá del desistimiento del propio contrato 
en el caso de que no se realizaran servicios, lo que es propio de la capacidad de auto-organización del 
trabajador, no pudiendo la Empresa imponer sanciones por la falta de aceptación de pedidos, la forma 
de realización de los mismos, o el abandono de un pedido previamente aceptado. Junto a ello entiende 
que el GPS no es un instrumento de control en el caso concreto y que tampoco lo es el sistema de 
puntuación, ya que sirve para regular la preferencia de acceso a pedidos y obtener más puntos para 
tener más encargos, como un incentivo, no equivale a sancionar al menos puntuado, pues se puede 
premiar por la superior calidad o cantidad de trabajo y ello no equivale a castigar al resto, siempre 
que sigan entrando pedidos como así ocurre. Por lo demás, considera que el repartidor tiene la 
propiedad de las 

principales herramientas de trabajo y asume el riesgo y ventura de cada pedido, respondiendo frente 
al cliente, que también es quien puntúa su trabajo y no consta el sometimiento del trabajador a una 
estructura organizativa interna de la empresa, que sólo decide las tarifas con que abonará los servicios, 
el lugar de prestación y la herramienta a través de la cual oferta los encargos. Para el Juzgado, en fin, 
la actividad es propia de un TRADE (parasubordinati), y no se dan los supuestos para el despido tácito 
(porque siguió trabajando), ni incumplimiento 



grave y culpable de GLOVO (al basarse la demanda en los mismos hechos y además no ser posible 
extinguir la relación unilateralmente por el trabajador si ya consideraba que la relación se había 
extinguido por despido tácito anterior), sin que pueda considerarse que la comunicación de la 
empresa dando fin a la relación sea una represalia por la interposición de las demandas previas. En 
definitiva, considera que no existe relación laboral y la relación contractual finalizó a lo sumo por 
desistimiento del demandante o mutuo acuerdo de las partes. Interpuesto recurso de suplicación (se 
trata de un recurso extraordinario en el que sólo de modo excepcional pueden revisarse los hechos 
probados), el Tribunal Superior de 

Justicia de Madrid confirma la sentencia de instancia. Al existir Sentencias dictadas por Tribunales 
Superiores de Justicia de otras Comunidades Autónomas (por ejemplo, de Asturias), concurren los 
elementos propios del recurso extraordinario de unificación de doctrina ante la Sala de lo Social del 
Tribunal Supremo. Este recurso tiene como función constitucional procurar la aplicación uniforme del 
ordenamiento jurídico por todos los órganos judiciales del orden social y para que pueda ser 
examinado, en las sentencias comparadas tiene que concurrir lo que se llama el presupuesto procesal 
de contradicción, esto es, una oposición de pronunciamientos concretos recaídos en conflictos 
sustancialmente iguales (litigantes “en idéntica situación donde, en mérito a hechos, fundamentos y 
pretensiones  sustancialmente iguales, se hubiere llegado a pronunciamientos distintos”: art. 219.1 
LRJS) 

II. La Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo 

La Sentencia de la Sala de lo Social de 25 de septiembre de 2020 (Recurso 4746/2019), estima el primer 
motivo del recurso de casación para la unificación de doctrina interpuesto por el repartidor (al 
considerar que las diferencias puntuales entre las sentencias sometidas a comparación son desvirtúan 
la identidad requerida) y considera que existe relación laboral. 

Con carácter previo, no obstante, rechaza que deba interponer una cuestión prejudicial ante el TJUE, 
básicamente, porque el objeto del litigio reside en determinar si existe relación laboral entre el 
repartidor y GLOVO y determinar sui existe subordinación es una cuestión que debe resolver el 
tribunal nacional cuando no existen dudas razonables en torno a la interpretación del Derecho de la 
UE (en concreto, alude al Auto TJUE de 22 de abril de 2020, asunto Yodel, C-692/19, respecto a la 
Directiva 2003/88/CE que excluye de su aplicación supuestos de prestadores de servicios 
independientes, pero no cuando la independencia es meramente aparente y existe verdadera relación 
de subordinación entre una persona y su supuesto empleador, que es lo que el Tribunal español 
entiende que concurre en el presente caso) pues la calificación como laboral de la relación no supone 
restricción alguna a las libertades de establecimiento y libre prestación de servicios, ni vulnera 
derechos fundamentales a la libertad profesional o de empresa de los arts. 15 y 16 CDFUE. Para 
abordar el concepto de trabajador por cuenta ajena, el Tribunal Supremo recuerda que, junto a la 
voluntariedad y la retribución, las dos notas esenciales son la dependencia y la ajenidad. En relación 
con la nota de dependencia, el Tribunal manifiesta que se ha flexibilizado en la sociedad postindustrial 
y ya no implica una subordinación absoluta sino “la inserción en el círculo rector, organizativo y 
disciplinario de la empresa”, debiendo atenderse en cada caso concreto a los indicios que permitan 
valorar “el margen de autonomía del que goza el que presta el servicio”. La sentencia pone de relieve 
varias cuestiones (FJ 8): a) el hecho de que las personas prestatarias no estén obligadas a aceptar una 
prestación de servicios específica “carece de repercusión para determinar que se trata de un 
trabajador a determinados efectos (cita STJUE 13 enero 2004, Allonby, C-256/01 en relación con el 
principio de igualdad), esto es, no excluye la subordinación por sí misma; b) existen supuestos de 
intermediación calificables de servicios de transporte cuando es el uso de una aplicación la que pone 
en contacto a los prestatarios con el cliente y sin cuya existencia no podría realizarse dicha actividad 



y en los que la empresa ejerce una “influencia decisiva sobre las condiciones de las prestaciones 
efectuadas por los conductores”, como precio máximo, que recibe la empresa para poner luego a 
disposición del conductor y que ejerce “cierto control sobre la calidad del servicio y la idoneidad y el 
comportamiento de los conductores”, de modo que la empresa no se limita a poner en relación 
conductores con usuarios, sino que se trata de una intermediación que “forma parte de un servicio 
global cuyo elemento principal es un servicio de transporte” (STJUE 20 diciembre 2017, asunto Elite 
Taxi o Uber, C-434/15). A continuación (FJ 9) sintetiza su doctrina sobre el concepto de trabajador 
recordando que no importa el nomen iuris del contrato, que lo importante es la realidad de la 
naturaleza de la relación, que existe una presunción legal iuris tantum de laboralidad, que la diferencia 
entre el arrendamiento de servicios y el contrato de trabajo es básicamente casuística y que se ha 
venido considerando como un indicio de relación laboral la diferencia cuantía y relevancia de la 
inversión de las partes para llevar a cabo la actividad , considerándose arrendamiento la práctica 
exclusiva de actos profesionales concretos, la falta de sujeción a jornada, vacaciones, órdenes ni 
instrucciones y la práctica de su trabajo con entera libertad, independencia y asunción del riesgo 
empresarial. Recuerda los indicios típicos de dependencia (asistencia al centro o lugar de trabajo 
determinado por el empleador, desempeño personal, programación de la actividad por el empleador, 
ausencia de organización de su propia actividad, etc.) y que dicha nota no desaparece por la existencia 
de una “autonomía profesional imprescindible en determinadas actividades” (FJ 10). Pero también los 
de la ajenidad (FJ 11) como fijación por la empresa de los precios, de la clientela, del cálculo de 
retribución -ajenidad en el mercado-, la ajenidad en los frutos y en la utilidad patrimonial (lo que pagan 
los clientes se ingresa directamente en el patrimonio de la empresa), la falta de asunción de riesgo 
empresarial por quien presta el servicio -ajenidad en los riesgos-, sin que el hecho de que la disposición 
de un vehículo propio desvirtúe la ajenidad (recordando la importante sentencia leader de los 
repartidores de pizzas de 26 de febrero de 1986) pues “esa aportación no tiene relevancia económica 
suficiente para convertir la explotación del vehículo en elemento definidor de la finalidad fundamental 
del contrato, mientras que la actividad personal del trabajador se revela como predominante”, esto 
es, no impide entender concurrente la ajenidad en los medios de producción. Asimismo, trae a 
colación algunas sentencias en las que ya ha declarado laboral la prestación de servicios de personas 
que no tienen un horario fijo, sino que el mismo viene determinado por las necesidades del cliente y 
en el que aparentemente los prestatarios gozaban de gran libertad para acudir o no a la llamada y a 
los que la empresa no facilita medios materiales por la propia naturaleza personal de la prestación (en 
especial, STS 16 noviembre 2017, rec. 2807, asunto Traductores). Sobre dicha base jurídica, el TS 
declara, en primer lugar, que aunque las partes suscribieron un contrato de autónomo y, más tarde 
de TRADE (cuando comunicó alnempresario que percibía más del 75% de sus ingresos de la empresa 
GLOVO), no concurren los requisitos para ser TRADE (FJ 17) en tanto la norma (art.11.2 LETA) exige 
que se desarrolle la actividad “con criterios organizativos propios, sin perjuicio de las indicaciones 
técnicas que pudiese recibir de su cliente” y “percibir una contraprestación económica en función del 
resultado de su actividad, de acuerdo con lo pactado con el cliente y asumiendo riesgo y ventura de 
aquélla” y “el demandante no llevaba a cabo su actividad con sus propios criterios organizativos, sino 
con sujeción estricta a los establecidos por Glovo” y “contaba con una moto y con un móvil” “medios 
accesorios o complementarios” porque “la infraestructura esencial para el ejercicio de esta actividad 
es el programa informático desarrollado por Glovo que pone en contacto a los comercios con los 
clientes finales”. 

Para el TS concurren numerosos indicios de existencia de relación laboral (FJ 19), como el sistema de 
puntuación como sistema de control de la actividad productiva basado en la valoración de los clientes, 
la geolocalización por GPS permitiendo el control empresarial en tiempo real del desempeño de la 
prestación, la determinación del modo en que debe prestarse el servicio (establecimiento plazo 



máximo, pautas de cómo debe dirigirse al usuario final, prohibición de uso de distintivos corporativos), 
la utilización de una tarjeta de crédito de Glovo y previsión de adelanto de 100 euros de Glovo en caso 
de no poder iniciar la actividad, abono de una compensación económica por el tiempo de espera, 
establecimiento de causas justificadas de extinción que reproducen las del Estatuto de los 
Trabajadores, o el hecho de que Glovo sea el único que dispone de la información necesaria para el 
manejo de sistema de negocio (comercios adheridos, pedidos, cumplimiento de la prestación). Y 
considera que la “supuesta” libertad del repartidor (de elegir la franja horaria, poder rechazar servicios 
y compatibilizar el trabajo con otras plataformas), que inicialmente serían elementos contrarios a la 
existencia de relación laboral, en el presente caso no son decisivos en tanto se trata de una libertad 
condicionada. El condicionamiento (FJ 18) viene determinado por el sistema de puntuación que se 
nutre de la valoración del cliente (indicio laboralidad) que “condiciona su libertad de elección de 
horarios porque si no está disponible para prestar servicios en las franjas horarias con más demanda, 
su puntuación disminuye y con ella la posibilidad de que en el futuro se le encarguen más servicios y 
conseguir la rentabilidad económica que busca, lo que equivale a perder empleo y retribución. 
Además, la empresa penaliza a los repartidores, dejando de asignarles pedidos, cuando no estén 
operativos en las franjas reservadas, salvo causa justificada debidamente comunicada y acreditada”; 
“Se trata de un sistema productivo caracterizado porque no se exige el cumplimiento de un horario 
rígido impuesto por la empresa porque las microtareas se reparten entre una pluralidad de 
repartidores que cobran en función de los servicios realizados, lo que garantiza que haya repartidores 
que acepten ese horario o servicio que deja el repartidor que no quiera trabajar. 

Por lo demás la ajenidad (FJ 20) se concreta en sus más conocidas vertientes teóricas: ajenidad en el 
mercado (Glovo adopta todas las decisiones comerciales: previo, forma pago y remuneración, no 
reciben los repartidores directamente la retribución: Glovo por ello “no es una mera intermediaria 
entre clientes finales y repartidores. Ni los comercios, ni los consumidores finales a quienes se realiza 
el servicio de reparto, son clientes del repartidor, sino de Glovo”); ajenidad en los frutos (“Glovo se 
apropia de manera directa del resultado de la prestación de trabajo, el cual redunda en beneficio de 
dicha empresa, que hizo suyos los frutos del mismo” y el repartidor n interviene en los acuerdos con 
os comercios ni en la relación entre Glovo y los clientes); ajenidad en los medios de producción (por 
la diferencia entre la importancia económica de la plataforma digital y los medios materiales del 
demandante que no son esenciales en esta actividad, “sino la plataforma digital de Glovo, en la que 
deben darse da alta restaurantes, consumidores y repartidores, al margen de la cual no es factible la 
prestación del servicio. Y el actor realizaba su actividad bajo una marca ajena”); ajenidad en los riesgos 
(“no cobrar por el servicio si éste no llega a materializarse es consecuencia obligada de la retribución 
por unidad de obra. Pero no supone que el trabajador responda de su buen fin asumiendo el riesgo y 
ventura del mismo” y sin que el hecho de que “el actor asumía frente al usuario (cliente final) los daños 
o pérdidas que pudieran sufrir los productos o mercancías durante el transporte” desvirtúe la 
concurrencia de la nota porque “no puede decirse que concurriera en el actor el binomio riesgo-lucro 
especial que caracteriza a la actividad del empresario o al ejercicio libre de las profesiones”. Por todo 
ello, la Sala de lo Social del Tribunal Supremo declara que la empresa no es “una mera intermediaria” 
y que existe relación laboral (FJ 21): “En definitiva, Glovo no es una mera intermediaria en la 
contratación de servicios entre comercios y repartidores. No se limita a prestar un servicio electrónico 
de intermediación consistente en poner en contacto a consumidores (los clientes) y auténticos 
trabajadores autónomos, sino que realiza una labor de coordinación y organización del servicio 
productivo. Se trata de una empresa que presta servicios de recadería y mensajería fijando el precio 
y condiciones de pago del servicio, así como las condiciones esenciales para la prestación de dicho 
servicio. Y es titular de los activos esenciales para la realización de la actividad. Para ello se sirve de 
repartidores que no disponen de una organización empresarial propia y autónoma, los cuales prestan 



su servicio insertados en la organización de trabajo del empleador, sometidos a la dirección y 
organización de la plataforma, como lo demuestra el hecho de que Glovo establece todos los aspectos 
relativos a la forma y precio del servicio de recogida y entrega de dichos productos. Es decir, tanto la 
forma de prestación del servicio, como su precio y forma de pago se establecen por Glovo. La empresa 
ha establecido instrucciones que le permiten controlar el proceso productivo. Glovo ha establecido 
medios de control que operan sobre la actividad y no solo sobre el resultado mediante la gestión 
algorítmica del servicio, las valoraciones de los repartidores y la geolocalización constante. El 
repartidor ni organiza por sí solo la actividad productiva, ni negocia precios o condiciones con los 
titulares de los establecimientos a los que sirve, ni recibe de los clientes finales su retribución. El actor 
no tenía una verdadera capacidad para organizar su prestación de trabajo, careciendo de autonomía 
para ello. Estaba sujeto a las directrices organizativas fijadas por la empresa. Ello revela un ejercicio 
del poder empresarial en relación con el modo de prestación del servicio y un control de su ejecución 
en tiempo real que evidencia la concurrencia del requisito de dependencia propio de la relación 
laboral. Para prestar estos servicios Glovo se sirve de un programa informático que asigna los servicios 
en función de la valoración de cada repartidor, lo que condiciona decisivamente la teórica libertad de 
elección de horarios y de rechazar pedidos. Además Glovo disfruta de un poder para sancionar a sus 
repartidores por una pluralidad de conductas diferentes, que es una manifestación del poder directivo 
del empleador. A través de la plataforma digital, Glovo lleva a cabo un control en tiempo real de la 
prestación del servicio, sin que el repartidor pueda realizar su tarea desvinculado de dicha plataforma. 
Debido a ello, el repartidor goza de una autonomía muy limitada que únicamente alcanza a cuestiones 
secundarias: qué medio de transporte utiliza y qué ruta sigue al realizar el reparto, por lo que este 
Tribunal debe concluir que concurren las notas definitorias del contrato de trabajo entre el actor y la 
empresa demandada previstas en el art. 1.1 del ET, estimando el primer motivo del recurso de 
casación unificadora”. No se estima, sin embargo, el segundo motivo de casación unificadora en el 
que se alegaba incongruencia por considerar que, si no existe relación laboral, las sentencias de los 
órganos judiciales inferiores no debieron pronunciarse sobre las acciones de despido y de resolución 
del contrato por voluntad del trabajador. Alegación que el TS considera que incurre en un óbice 
procesal que impide entrar en ella, en tanto no se identificado en el recurso ninguna sentencia de 
contraste en la que se aborde la controversia alegada y por considerar que no declararon la 
incompetencia de la jurisdicción porque consideraron legal el contrato de TRADE suscrito (para lo que 
sí tiene competencia el orden social). 

Ello se traduce en la paradoja de que al repartidor, considerado ahora verdadero trabajador por 
cuenta ajena y que disfruta de todas las protecciones conta una extinción injusta o sin causa, no recibe 
indemnización alguna por la extinción de su contrato al no concurrir el supuesto en ninguna de las 
causas ilícitas para extinguir (o, más exactamente, por no poder revisar el Tribunal Supremo la 
interpretación realizada por los tribunales inferiores al no darse el presupuesto procesal de la 
contradicción; aunque, ciertamente, no parece que en el caso concreto concurriera despido ni fuera 
posible la resolución indemnizada). En definitiva: un brindis al sol, excelente desde el punto de vista 
meramente académico y con efectos prácticos “laborales” sólo en futuros litigios mejor planteados 
jurídicamente en cuanto a las acciones concretas que puedan interponerse. No obstante, no se 
pueden ocultar los efectos “de seguridad social” que sí lleva consigo esta sentencia, en la medida en 
que la Tesorería General de la Seguridad Social podrá reclamar, ya sin problemas, las cotizaciones por 
el régimen general no abonas. 

Por lo demás, simplemente hay que señalar que, con esta sentencia, el TS español parece clarificar 
que con la mera aplicación del art. 1 del Estatuto de los trabajadores (notas definitorias del concepto 
de trabajador ordinario, esto es, el general sometido a dicho Estatuto) es suficiente para dotar de 
cobertura total laboral a estos colectivos y no hace falta crear una figura específica o “relación laboral 



de carácter especial” adicional a las ya existentes. En este mismo sentido parece ir el diálogo social 
pues en España se está negociado un proyecto de ley sobre el trabajo en plataformas digitales (para 
plataformas de distribución de productos y de servicios en el ámbito del hogar familiar) que no parece 
dirigida a una nueva regulación, sino simplemente a la modificación y adición de algunas disposiciones 
en el propio Estatuto de los Trabajadores (aplicable a todo trabajador por cuenta ajena), así como a la 
introducción de ciertas prevenciones en materia de salud y prevención, al ponerse de manifiesto 
durante el COVID 19 la precariedad de este colectivo y la ausencia de protección alguna por parte de 
las empresas titulares de las plataformas (al respecto puede verse el blog de Eduardo Rojo, 
http://www.eduardorojotorrecilla.es/2021/01/sexta-parte-camino-del-fin-siguen-los.html) La 
sentencia no menciona la Directiva 2019/1152 relativa a unas condiciones laborales transparentes y 
previsibles en la UE, lo que ha sido criticado por algún autor (Vizcaíno Ramos I., 
https://www.iustel.com/v2/revistas/detalle_revista.asp?id_noticia=423147&texto=)  al entender que 
el nuevo concepto que en ella se contempla relativo al “patrón de trabajo” “total o mayoritariamente 
previsible”, de un lado, y “total o mayoritariamente imprevisible”, de otro lado, otorgaba una 
respuesta normativa comunitaria en relación con el trabajo atípico, incluyendo el desarrollado para 
las plataformas digitales de servicios y evitaba tener que acudir a conceptos nacionales añejos. Sin 
embargo, como también se ha apuntado (Ignasi Beltran de Heredia Ruiz, 
https://ignasibeltran.com/2020/10/08/sts-25-9-20-los-repartidores-de-glovo-son-trabajadores-por-
cuenta-ajena-y-no-necesitan-una-regulacion-especial/), el “derecho al rechazo” que reconoce la 
Directiva a los trabajares con patrones de trabajo imprevisibles no evita expresamente la calificación 
de laboralidad de quien presta el servicio ni su carácter subordinado, por lo que tampoco resultaría 
un elemento relevante. Ni, en mi opinión, parece que sea tampoco relevante a los efectos de 
considerar que España cumple con sus obligaciones comunitarias durante el plazo de transposición de 
dicha Directiva, en tanto el resultado no habría puesto en duda el efecto útil de la misma no siendo 
obligada una reforma legislativa cuando su contenido material se encuentra incorporado en su 
integridad en el ordenamiento interno (lo que podría decirse, entonces, con la mera aplicación del art. 
1 ET). Si el camino parece ser la “reconducción” al ámbito del Derecho del Trabajo de los repartidores 
al servicio de plataformas, no obstante, se aprecia otra paradoja en el ámbito del sector de los 
repartidores y que consiste en la negación por parte de algunos de ellos de su condición de laboral y 
su deseo de ser verdaderos trabajadores independientes y autónomos, sus propios “dueños”. Existen 
movimientos tendentes a la creación de cooperativas de trabajo asociado, como el generado en 
Valencia por parte de Rodant Cooperativa, como alternativa a Glovo o Deliveroo, que mediante 
crowfunding buscan iniciar su servicio de reparto de modo inminente y cuyo lema es el compañerismo 
y la preocupación de la empresa, como cooperativa, por los repartidores, primando el aspecto 
humano al del algoritmo [Rodant, la cooperativa que pretende romper la precariedad de los 'riders' | 
Comunidad Valenciana (elmundo.es); Arranca en València Rodante, la alternativa ética para pedir 
comida a domicilio | Público (publico.es)]. Entramos de nuevo en los límites de la huida, ahora legal y 
legítima, del Derecho del Trabajo. 

 

 


